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4. Dependencia y Servicios Sociales

En el trámite de la queja de oficio nos hemos dirigido a las principales entidades financieras radicadas en 
Andalucía a fin de que nos proporcionen dicha información, así como a las asociaciones de consumidores y 
entidades del tercer sector de acción social para recabar su experiencia en la atención a las personas que 
pudieran demandar dicho beneficio.

1.15. Vivienda

1.15.1.Introducción
...
También los desalojos ejecutados o pendientes de ejecución judicial, tanto de viviendas públicas como 

privadas propiedad de entidades financieras por ocupaciones sin título, operan como causa de que se 
acuda a solicitar ayuda a esta Institución para poder acceder a una vivienda digna o, en su caso, a una 
alternativa habitacional, por las familias que van a verse en la calle, es por ello que seguimos llevando a 
cabo labores de intermediación con las entidades financieras titulares de estos inmuebles y, en otros casos, 
intervenciones ante la entidad pública propietaria (Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía, 
AVRA o ayuntamiento titular), con la finalidad de que tengan en cuenta la situación familiar, sobre todo si 
hay personas menores afectadas, para que no se lleve a cabo el lanzamiento sin una alternativa habitacional 
por lo que la coordinación con los servicios sociales resulta imprescindible.

En muchos de los supuestos de ocupaciones de viviendas públicas se da la circunstancias de que las 
personas ocupantes sin título habían pagado precio de traspaso mediante contratos privados con anteriores 
ocupantes o, en su caso adjudicatarios iniciales y las vienen ocupando, algunos de ellos, desde hace años.

Son los ayuntamientos andaluces los que están dando respuesta a esta variedad de situaciones, pese a 
las limitaciones presupuestarias que tradicionalmente arrastran las corporaciones locales, ante un parque 
público de vivienda prácticamente colmatado y con una casi nula tasa de reposición a lo que se añade 
la escasa, cuando no nula, actividad constructora de viviendas públicas desde los comienzos de la crisis 
económica hasta nuestros días, especialmente de viviendas públicas en alquiler destinadas a las familias 
con menores recursos económicos de nuestra Comunidad.

No obstante, hemos de decir, que en 2019 la situación de estancamiento y de no producción de nuevas 
viviendas públicas en alquiler, ha comenzado a cambiar pues se ha efectuado por la Junta de Andalucía 
una convocatoria pública de ayudas para la construcción de viviendas de estas características, tal como 
después veremos, que esperamos venga a paliar, si quiera mínimamente, el déficit de viviendas de este 
tipo que necesita la población andaluza y que va a permitir construir 722 nuevas viviendas protegidas en 
alquiler o en cesión de uso, tanto de régimen general como especial.

Normalmente, muchas de estas situaciones que venimos describiendo se intentan paliar con cargo a las 
ayudas económicas de emergencia de los servicios sociales comunitarios, cuyas características principales 
son que no pueden ser periódicas sino puntuales y limitadas en el tiempo, o a programas de ayuda al 
alquiler de viviendas para períodos más largos y continuados que han puesto en marcha ayuntamientos 
de ciudades grandes y medianas y de capitales andaluzas, con cargo a sus propios presupuestos, las 
cuales están haciendo un impagable esfuerzo en intentar paliar la necesidad de vivienda asequible de su 
comunidad vecinal.

En los municipios pequeños es donde más se ve la incapacidad de los ayuntamientos para resolver 
situaciones perentorias y urgentes de necesidad de vivienda.

Por otra parte, también hemos seguido detectado en este año, a raíz de quejas tramitadas a instancia 
de parte, la inexistencia de Registro Público Municipal de Demandantes de Viviendas Protegidas, su 
desactualización o su no utilización para efectuar las propuestas de adjudicación de viviendas del parque 
público que quedan vacantes en municipios pequeños, lo que ha dado lugar a que hayamos efectuado varias 
resoluciones recomendando su puesta en marcha, pues se da la circunstancia de que en Andalucía para 
poder acceder a vivienda calificada como protegida por la administración hay que estar obligatoriamente 
inscrito como demandante en estos registros públicos.
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En relación con esta cuestión, la situación de muchas de las personas que se dirigen a esta Institución 
en demanda de ayuda por necesidad de vivienda, de exclusión social o en riesgo de estarlo, gran parte 
de ellas pertenecientes a colectivos vulnerables, las haría tributarias de la excepción a la adjudicación a 
través del RPMDVP, según el artículo 13 del Reglamento de Viviendas Protegidas de Andalucía.

Esto es, la posibilidad de adjudicación directa en situaciones de emergencia mediante informe de 
acreditación y propuesta de los Servicios Sociales por lo que, como hemos dicho en otros informes 
anuales, este procedimiento excepcional puede convertirse como el normal ante la escasa vivienda pública 
vacante a adjudicar y el gran número de situaciones personales, sociales y económicas límites en el que se 
encuentran muchas de las familias andaluzas, dándose ya la paradoja de que en algunos municipios hay 
listados de familias que serían tributarias de acceder a viviendas públicas por este procedimiento previsto 
parra situaciones de emergencia.

...

3. Oficina de Información y Atención a la Ciudadanía
3.3. Análisis cualitativo de las quejas
3.3.1. Personas en situación de pobreza y exclusión social

“La justicia nunca se recibe sin más; hay que exigirla.”. Philip Randolph.
Según el Informe sobre el estado de la pobreza en Andalucía 2019, el 38,2% de la población de Andalucía 

está en riesgo de pobreza y/o exclusión social: de un total de 8.384.408 de habitantes, algo más de 3,2 
millones de residentes en Andalucía estarían en riesgo de exclusión social y casi 2,7 millones de personas 
se encontrarían en riesgo de pobreza.

Esta situación la podemos ver reflejada en el día a día de las demandas que nos hacen llegar los 
ciudadanos: Así, una familia nos contaba su situación: «Somos una familia casada, con seis hijos menores. 
Vivimos en un piso de alquiler y debemos más de 3.000 euros. Estamos en desempleo y nuestros únicos 
ingresos son la prestación de desempleo de mi esposo de 430 euros. Mi marido lleva más de tres años en 
la bolsa de empleo municipal. Yo salí de prisión preventiva el pasado mes de junio. Tenemos la luz y el 
agua enganchados y desde los servicios sociales lo único que nos dan son vales de alimentos cada tres 
meses. Mis hijos mayores, de 17 y 18 años, ni estudian ni trabajan, y el único camino que les va a quedar 
es delinquir o vivir del trapicheo de la droga. No queremos limosnas, queremos que nos den un empleo 
para poder vivir y que no nos echen de la vivienda».

Ante la situación de crisis, falta de empleo, exclusión social, etcétera, una de las herramientas de 
protección social contra la pobreza y la exclusión social es el sistema autonómico de rentas mínimas.

En este año 1.765 andaluces y andaluzas se han dirigido a nosotros por consultas relacionadas con 
lasprestaciones de la Renta Mínima de Inserción Social. Dichas peticiones de información vienen motivadas 
fundamentalmente por las demoras en el reconocimiento de dichas prestaciones, falta de información y 
problemas de gestión.

Desde una localidad malagueña, una persona nos contaba su situación de parado de larga duración y sin 
ningún ingreso económico: «Tengo 46 años, soy ingeniero de caminos y llevo muchos años desempleado. 
Hace tres meses terminé de percibir la prestación para mayores de 45 años del Servicio Publico de empleo 
estatal. He solicitado la renta mínima hace dos , no percibo ningún ingreso económico y vivo de la ayuda 
de mis amigos. Me dicen que la prestación va a tardar más de ocho meses. Estoy desesperado. He pedido 
cita en los servicios sociales y me la han dado para dentro de dos meses. No sé como voy a sobrevivir 
hasta entonces».

Desde la OIAC, le informamos de nuestras competencias y le recomendamos la presentación de una 
queja para poder intervenir ante la Delegación Territorial de Málaga. El pasado mes de enero de 2020 
desde la propia Viceconsejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación nos contestan a la petición: « 
No obstante, y debido a la gran cantidad de solicitudes, el citado expediente está pendiente de estudio, 
dado que son revisados según el orden de prelación establecido».

http://eapn-andalucia.org/wp-content/uploads/2019/10/2019_Informe_pobreza_andalucia.pdf

